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EDITORIAL

i analizásemos la coyuntura política del Perú sobre la base de las 
publicaciones de las últimas semanas podríamos pensar que los 
problemas de nuestro país oscilan entre las lascivas peticiones de 
Alberto Otárola a la jovencita que sólo tenía que mandar su currículum 
vitae y la huachafa historia de Dina Boluarte luciendo relojes Rolex que 
primero decía haber comprado con el fruto de su trabajo, para 
reconocer después que se los había prestado su “hermano”, su “wayki” 
(utilizando incorrectamente el quechua) Wilfredo Oscarima, quién 
amasó una fortuna con la explotación ilegal de tragamonedas y locales 
de prostitución.

Los problemas del Perú son sin embargo mucho más graves y de mayor 
calado que los escándalos mencionados. Sobre el trasfondo de una 
sociedad explotada y un país colonizado en plena era neoliberal, se 
suman problemas coyunturales muy graves. A la nefasta ley de reserva 
forestal que permite la deforestación y el crecimiento de la actividad 
narcotraficante en la Amazonia peruana, se ha unido la indiferencia y 
complicidad ante la explotación minera del oro y la deplorable 
inseguridad laboral que, por ejemplo, provocara la muerte de 27 
mineros en Yanaquihua. A estos ejemplos se suma la feroz ofensiva de 
los poderes fácticos de Perú a través del Congreso para desmantelar las 
instituciones del Estado, como el caso actual de la Junta Nacional de 
Justicia lo demuestra.

La impune actuación de los gobernantes tiene un primer efecto positivo: 
nadie en el Perú los quiere y el grito “Que se vayan todos” resonará 
pronto nuevamente. Desde hace más de un año, las encuestas muestran 
que la aprobación pública al parlamento es del 6 por ciento. Este 
rechazo se explica por la actuación delincuencial de los diputados, que 
legislan únicamente en provecho propio, aumentando el presupuesto 
del Congreso, aprobando leyes para eludir el poder judicial, además de 
una ley (aprobación de la bicameralidad rechazada en referéndum en el 
2018) que les permitía reelegirse y aumentando el número de 
representantes, etc. sin actuar jamás por el bien común. 

Las eternas y estériles discrepancias entre los partidos políticos, sin 
representación ni legitimidad entre las mayorías populares, prisioneros 
de egos y apetitos inconfesables, los condenan a la total irrelevancia. Es 
por ello que la suerte de nuestro país está en la lucha de los 
movimientos sociales que desde hace año y medio se convocan y 
movilizan exigiendo que se vaya Dina Boluarte, que se cierre el congreso 
y que se inicie un proceso constituyente para dotar al Perú de una nueva 
Constitución. 

¡A ellos debemos acompañarlos!
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